INICIATIVA POPULAR

PRESENTACIÓN ANTE EL DEFENSOR DEL PUEBLO

DE LA NACIÓN  (ART. 6 LEY 24.747)

PIDE VERIFICACIÓN RESUMEN PROYECTO DE LEY

IVÁN JOSÉ MARÍA CULLEN, argentino, mayor de edad, casado, abogado, DNI 6.236.849, con domicilio real en calle San Luis 401 4º Piso de la ciudad de Rosario y DANIEL ALBERTO SABSAY, argentino, mayor de edad, viudo, abogado, DNI 10.134.006; con domicilio real en Pueyrredón 1780 7º piso Departamento 15 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en su carácter de promotores, y los representantes de las ONGs e instituciones del ámbito académico, científico o sectorial y ciudadanos que han manifestado su adhesión y firman al pie, todos ellos en su carácter de patrocinantes, presentan ante el señor Defensor del Pueblo el proyecto de iniciativa popular denominada “Por una Justicia independiente y en defensa de nuestros derechos” con su fundamentación y la descripción del formulario tipo de la planilla de recolección de firmas, la mención de los promotores y patrocinantes y el resumen de la información esencial del proyecto. 

Constituimos domicilio a los efectos legales en el estudio Sabsay – Neimark, sito en calle Viamonte 740 3º Piso, C.A.B.A.

La planilla de recolección de firmas establecerá claramente el distrito al que pertenece cada ciudadano, y tiene por finalidad obtener el número necesario de firmas de ciudadanos empadronados en la última elección nacional (2011) que permitan ingresar a la Honorable Cámara de Diputados de la Nación el proyecto de ley (Art. 4 ley 24.747).

Proyecto de ley. Objeto de la iniciativa popular.

El texto consta de solo tres artículos:

“Art. 1º: Deróganse las leyes Nros. 26.853; 26.854 y  26.855.

Art. 2º: Restablécese la vigencia de los artículos de leyes que hubieran sido modificados, sustituidos o derogados expresa o tácitamente por las leyes mencionadas en el Art. 1º.

Art. 3º: La presente ley comenzará a regir al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial.

Fundamentos del proyecto.

Este proyecto tiende a obtener del Congreso Nacional la sanción de una ley que derogue las tres leyes que fueron iniciadas por el Poder Ejecutivo Nacional y presentadas en la Honorable Cámara de Senadores de la Nación.

No se propicia la derogación de las otras tres leyes cuyos proyectos presentó en PEN en la Honorable Cámara de Diputados.

Las derogaciones que se pretenden abarcan la totalidad del texto de las leyes por cuanto constituyen éstas un inadmisible avance sobre la independencia del Poder Judicial, que es sin duda un requisito ineludible para la subsistencia de un régimen republicano de gobierno como lo exige el Art. 1 de la C.N., afectando además la vigencia de derechos fundamentales, como luego se explicitará al analizar separadamente cada una de las leyes cuestionadas.

Una derogación parcial de cualquiera de estas tres leyes importaría el desmembramiento de la pretensión de “democratización de la justicia” que ha sido concebida como un todo inescindible y por ello el proyecto tiende a que el Congreso Nacional derogue todas y cada una de las leyes antes referidas en su totalidad. 

Como consecuencia lógica de la derogación de cada una de estas tres leyes, recobran su vigencia las modificaciones, sustituciones o derogaciones de legislaciones anteriores.

Cabe aquí aclarar que la iniciativa popular se mantiene aún cuando la CSJN declaró la inconstitucionalidad parcial de alguna de estas leyes.

Como sabemos, la Corte rechazó el 18/06/13 un recurso por “per saltum” sobre la inconstitucionalidad parcial, decidida por la Jueza a-quo, de algunos artículos de la ley 26.855 (Arts. 2, 4, 18 y 30) que refieren a la nueva integración del Consejo de la Magistratura y la elección popular de los representantes de jueces, abogados y del ámbito científico o académico. 

Además declaró inaplicables las modificaciones del quórum previsto en el Art. 7, el régimen de mayorías y la composición de las comisiones del Consejo (caso “Rizzo”).

También habrá, en su momento, decisiones judiciales sobre la ley de regulación de medidas cautelares (ley 26.854) y la ley de creación de nuevas Cámaras Nacionales y Federales de Casación (ley 26.853).

En todos estos casos los cuestionamientos con base constitucional son: 

1) Insuficientes. Porque no incluyen temas de gran importancia como, por ejemplo, la competencia que se le otorga ahora al Consejo de la Magistratura y que siempre tuvieron las Cámaras de Apelaciones, para designar jueces subrogantes (Art. 7 inciso 9 ley 24.937 modificada).

2) De alcance limitado. Porque rige solo para el caso y no tiene efectos “erga omnes”, con excepción de las decisiones que por su naturaleza exceden el interés del recurrente (como ocurre en el caso “Rizzo”).

3) Modificables. Porque una decisión de la Corte puede ser cambiada por otra posterior, como ocurrió con los temas de la pesificación de los depósitos bancarios realizados en dólares por los ahorristas (“corralito”), ya que el más alto tribunal del país sentó un criterio en “Provincia de San Luis”(F.326:417) otro en “Bustos”  (F.327:4495) y finalmente solucionó el problema planteado en “Massa” (F.329:5913) y “Kujarchuck” (F.330:3680). Bien está que eso ocurrió como consecuencia de un cambio en la composición de la Corte siendo éste, y un posible aumento de sus integrantes, un escenario que no puede dejar de considerarse.

No obstante que la iniciativa popular solo permite comenzar el trámite legislativo, la experiencia en otros casos indica que si se obtiene un número importante de adhesiones difícilmente pueda desoírse esta petición. Recordemos que en la iniciativa de derogación de jubilaciones de privilegio se presentaron aproximadamente un millón de firmas y el Congreso sancionó la ley.

Ley 26.853. Cámaras de Casación. 

Se crean una Cámara Federal de Casación en lo Contencioso Administrativo federal; una Cámara Federal y Nacional de Casación del Trabajo y la Seguridad Social y una Cámara Federal y Nacional de Casación en lo Civil y Comercial, agregando una instancia más a todos los procesos sobre estas materias que tramitan en la jurisdicción nacional y federal con el consiguiente alongamiento de los litigios.

Las Cámaras de Casación en materia contencioso administrativo, del trabajo y seguridad social y en lo civil y comercial no se justifican por cuanto, a diferencia de la Cámara de Casación Penal, no es necesario unificar jurisprudencia en esas materias dado que si hubiese jurisprudencia contradictoria entre las distintas salas de las Cámaras de Apelaciones es suficiente con los plenarios que prevé para esos casos el Código Procesal civil y comercial de la Nación.

El derecho a la tutela judicial efectiva especialmente reconocido por la Convención Americana de Derechos Humanos (Arts.8 y 25) exige que las decisiones judiciales lleguen en el momento oportuno y a la mayor brevedad posible.

Esta ley, además, faculta a las Cámaras Federales y nacionales de Casación que se han mencionado, para decidir mediante un recurso de inconstitucionalidad, cuestionamientos con base constitucional planteados contra sentencias de las Cámaras Federales o Nacionales de Apelaciones, erigiéndose en el tribunal superior de la causa a los fines del recurso extraordinario federal previsto en el Art. 14 de la ley 48, e interfiriendo de esta forma en la competencia indiscutible de la Corte Suprema de Justicia de la Nación como único tribunal habilitado para resolver en forma definitiva un recurso extraordinario federal.

Ello es así pues al prever la ley que puede plantearse además del recurso de casación un recurso de inconstitucionalidad contra la sentencia de la cámara de apelaciones competente, introduce una variable novedosa que no hace más que incidir en la competencia exclusiva y excluyente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación para entender en recursos extraordinarios federales.

Distinto es lo que ocurre en las provincias, donde las Cortes Supremas o Tribunales Superiores de cada una de ellas deben pronunciarse sobre el recurso de inconstitucionalidad local, que necesariamente precede al recurso extraordinario federal (jurisprudencia de casos “Strada”, “Di Mascio”, etc.).

La explicación es obvia porque las provincias son entes que poseen soberanía originaria en un estado federal, dictan sus propias constituciones y dentro de ellas tienen mecanismos de tutela de los derechos fundamentales a través de recursos locales de inconstitucionalidad (Arts. 5; 122 y 123 CN).

Aquí, en cambio, se trata de litigios que tramitan íntegramente en una jurisdicción nacional o federal, y como consecuencia no hay ninguna razón institucional que justifique que un tribunal de esta índole se expida sobre la procedencia de un recurso de inconstitucionalidad cuyas causales son similares a las del recurso extraordinario federal.

Obsérvese que la ley (Art. 11) sustituye los Arts. 288 a 301 y deroga los Arts. 302 y 303 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, desapareciendo así el recurso de inaplicabilidad de ley y convocatoria a tribunal plenario, lo que permitía el establecimiento de la doctrina legal aplicable cuando hubiere sentencias contrarias a la doctrina establecida por alguna de las salas de la Cámara en los 10 años anteriores a la fecha del fallo recurrido y también la unificación de jurisprudencia con efecto vinculante a pedido de cualquiera de las Salas.

De esta manera se eliminan criterios interpretativos de aplicación obligatoria que, en materia laboral por ejemplo, se fueron decidiendo en más de 300 plenarios desde 1946 (Art. 303 C.P.C.N. aplicable por remisión de la ley 18.345).

En el recurso de casación puede la Cámara expedirse también sobre la arbitrariedad de sentencia (modificación del Art. 289 del C.P.C.N. conforme Art. 11 de la nueva ley) que es el motivo más frecuente de interposición de recursos extraordinarios federales.

Es evidente que estas Cámaras de Casación prolongarán muchísimos años la decisión de los litigios, y lo que está en juego, como dijimos, es la tutela judicial efectiva.

Distinto es el caso de la Cámara Federal de Casación Penal y de la Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y Correccional de la Capital Federal, porque tratándose de la aplicación de la ley penal, que afecta los bienes más preciados de la persona, su libertad, su patrimonio, honra, dignidad, etc.; su existencia se justifica por una doble vía. Por una lado para unificar la jurisprudencia y lograr una interpretación uniforme de la ley penal aplicable en todo el país, siempre que sea en el ámbito nacional o federal; y por el otro, porque en cumplimiento de la garantía de la doble instancia penal (Art. 18 C.N. y Art. 8º párrafo segundo inciso h de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, entre otros) la revisión de las sentencias penales condenatorias por parte de la Cámara Nacional de Casación Penal, es insoslayable de acuerdo a la uniforme jurisprudencia de la Corte Suprema (in re “Giroldi”, “Casal” y otros). En los restantes fueros esta instancia revisora está suficientemente cumplida por la actuación de las correspondientes Cámaras de Apelaciones.

Concretamente y resumiendo, la ley debe derogarse por: a) su evidente inconstitucionalidad al dilatar la solución de los litigios incumpliendo el principio de la “tutela judicial efectiva”, b) la inconveniencia de crear un tribunal intermedio en estas materias cuando nada lo justifica, y c) otorgarle a las Cámaras de Casación la atribución para resolver cuestiones típicamente federales previstas en el Art. 14 de la ley 48 y jurisprudencia concordante cuya competencia exclusiva le cabe a la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Una justicia independiente exige designaciones de magistrados que la integren a través del mecanismo constitucional previsto en el Art. 114 de la CN. No puede entonces dejar de considerarse que está previsto en otra de las leyes cuya derogación se propugna, que el Consejo de la Magistratura pueda designar jueces subrogantes, sin necesidad de concursos, con mayoría absoluta de los integrantes del cuerpo, dentro del listado que prepara el Poder Ejecutivo Nacional en caso de vacancia (Art. 6 que modifica el Art. 7 de la ley 24.937 inciso 9 y Art. 7 que modifica al Art. 9 de la ley 24.937 y Art. 5 ley 26.376).

Ley 26.854. Regulación de las medidas cautelares.

En cuanto a la ley 26.854 que regula las medidas cautelares, cuando el Estado Nacional o entes descentralizados intervienen en un litigio, resulta notoriamente inconstitucional por impedir u obstaculizar el derecho a la “tutela judicial efectiva”. 

Ello así porque: a) limita la procedencia de medidas cautelares dictadas contra el Estado en orden a aquéllas que puedan disponer jueces incompetentes (Art. 2 inciso 2), b) dispone un plazo de caducidad de la cautelar sumamente exiguo que funciona aún cuando subsistan los recaudos de verosimilitud del derecho y peligro en la demora (Art. 5); c) exige contra cautela real para la efectivización de la medida cautelar dispuesta (Art. 10) y d) afecta de tal forma los derechos del justiciable que prácticamente lo condena a tramitar íntegramente el litigio para poder obtener la satisfacción de una pretensión urgente, sin asegurarle efectividad a la sentencia definitiva.

Más aún, la ley prevé directamente la prohibición de dictar medidas cautelares contra el Estado cuando se comprometen recursos o bienes de éste y, por si fuera poco, se impide imponer a los funcionarios cargas personales pecuniarias (Art. 9) de donde el Estado tiene en materia de disposición de sus recursos o bienes un “bill” de indemnidad y sus funcionarios pueden resistirse a la aplicación de “astreintes” sin desobedecer las órdenes judiciales.

La ley también desconoce el principio de igualdad por cuanto, dentro del proceso el Estado tiene una preferencia de tratamiento frente al particular litigante que no condice con la igualdad de las partes, que es básica para el debido proceso legal.

Ley 26.855. Consejo de la Magistratura.

La ley 26.855 modifica sustancialmente la integración del Consejo de la Magistratura llevando éste de 13 miembros a 19, con un procedimiento de elección popular de los representantes de los jueces, de los abogados y de los ámbitos académicos y científicos, que lleva a que la totalidad del Consejo esté integrado por representación política (excepto durante el período de transición) circunstancia que resulta evidentemente inconstitucional.

Ello es así porque el Art. 114 que crea el Consejo de la Magistratura tuvo por finalidad despolitizar la designación de magistrados nacionales y para ello estableció, junto con una representación política (legisladores y representante del PEN) una representación por estamentos en la cual los abogados elegían a los consejeros abogados, los jueces a los consejeros jueces y los académicos a los consejeros académicos.

El equilibrio que manda la Constitución se ha interpretado, y así debe ser, en el sentido que no debe haber preponderancia de los consejeros de origen político por su designación por sobre los consejeros de origen sectorial por su elección.

Con esta modificación todos los consejeros provienen de una designación por órganos políticos o del resultado de una elección popular donde solo los partidos políticos pueden presentar candidatos a consejeros de representantes de jueces, abogados y académicos, lo que trae dos consecuencias importantes. En primer lugar que jueces, abogados y académicos deben integrar una lista completa bloqueada, que ha de presentarse conjuntamente con la lista de candidatos a diputados nacionales por un partido o alianza electoral que a su vez se  presente con idénticas candidaturas y también de presidente en 18 distritos sobre 24. El despropósito de esta exigencia surge claro al compararlo con el requerimiento a los partidos políticos para que éstos puedan presentar candidatos a presidente y vice-presidente en distrito único cuando están reconocidos al menos en 6 distritos electorales.

Es cierto que no se impide a un partido o alianza presentar listas de consejeros si no han logrado hacerlo en 18 distritos. Lo que ocurre es que, en ese caso, no podrán, en la misma boleta sábana de candidatos a diputados y, en su caso, a Presidente y Vice y Senadores, agregar los candidatos a Consejeros representantes de Jueces, Abogados y Académicos.

De esta manera el efecto “arrastre” solo se logrará en algunos partidos mayoritarios.

En una palabra, no hay trato igual entre éstos y aquellos partidos o alianzas que presentan candidatos a consejeros en menor cantidad de distritos.

La lista es completa. No se puede fragmentar por estamento ni seleccionar algunos candidatos y no votar por otros.

La segunda consecuencia es obvia, desaparece la representación sectorial que la Constitución exige y todos los consejeros tendrán una designación de origen netamente político, respondiendo en su actuación, lógicamente, al partido o alianza de partidos por el cual fueran designados.

En cuanto a las atribuciones del Consejo cabe destacar que en las decisiones más importantes se ha cambiado el régimen de mayorías y quórum. Ya no se exigen dos tercios de votos para aprobar los concursos y enviar el PE las ternas de candidatos a magistrados o iniciar el proceso de enjuiciamiento, sino mayoría absoluta de la totalidad de los miembros (incisos 7 y 15 Art. 7 de la ley 25.947 modificada). 

El quórum también se modifica y ahora es de diez consejeros (Art. 7 que sustituye al Art. 9 de la ley 24.937) que en el período de transición (2013 / 2015) es del 40% de la totalidad del cuerpo dado que serán 25 los consejeros (Art. 18 que modifica el Art. 33 de la ley 24.947).

No hay precedentes en la historia constitucional argentina de un quórum tan reducido para el funcionamiento normal de un órgano fundamental del Estado.

Pero hay otro problema que no puede dejar de considerarse. Si en definitiva el nuevo Consejo de 19 miembros (y 25 durante la transición) no se pone en funcionamiento, debemos recordar que la integración del Consejo de la Magistratura actual es de 13 miembros y el quórum para sesionar será no obstante de 10 miembros, porque la salvedad en cuanto a la vigencia del nuevo régimen de mayorías (Art. 29) no alcanza a la modificación del quórum. De esta manera tendremos un Consejo de la Magistratura que para poder cumplir con sus funciones y tomar decisiones necesita la presencia de casi el 80% de sus miembros (10 sobre 13) (sic).

El hecho que la Corte Nacional en su reciente sentencia del caso “Rizzo” haya considerado inaplicable el Art. 7 (que estableció un número mínimo de consejeros presentes para poder sesionar) como consecuencia de la condicionalidad de ciertas modificaciones establecidas en el Art. 29, ratifica la provisoriedad de una jurisprudencia aun no consolidada y la necesidad de la derogación legislativa que se propone.

Ello es así porque la Corte entendió que al dejar sin efecto la composición del Consejo con 19 miembros retomando la actual de 13 consejeros, aquel quórum justificado con la integración primeramente mencionada, conduciría ahora a una virtual paralización de este importante órgano constitucional.

El más alto tribunal del país lo dice claramente: “Que, finalmente esta resolución no puede desatender las graves consecuencias que de modo inmediato derivarán de ella” (considerando 42).

Es particularmente destacable que la Corte haya tomado en cuenta especialmente estos temas porque, en definitiva, como ocurriera con la solución que encontró a los conflictos generados por el corralito financiero, los mandatos imperativos del preámbulo histórico a todos los órganos fundamentales del Estado exigen este tipo de decisiones (“afianzar la justicia, consolidar la paz interior,… promover el bienestar general,…”).

Sin embargo puede haber cuestionamientos o tensiones a este respecto, y ello se evitaría con la derogación integral de la ley.

Si bien las “modificaciones al régimen de mayorías” solo entrarán en vigor cuando se efectivicen los cambios de la integración del cuerpo (Art. 29), como lo explicamos, es necesario observar detenidamente que la facultad que se le otorga al Consejo de la Magistratura para designar jueces subrogantes será aplicada aún con su actual composición  (Art. 7 inciso 9 de la ley 24.947 conforme redacción del Art. 6 de la nueva ley).

En estos casos no se ha modificado régimen de mayoría alguno, por lo que el Consejo que actualmente tiene 7 integrantes de representación política (6 legisladores y 1 representante del P.E.N.) frente a 6 de los otros sectores (3 jueces, 2 abogados y un académico), podrá ejercer esta atribución, que era de las Cámaras de Apelaciones (Art. 1 y 2 ley 26.376) y nombrar jueces subrogantes en muchos supuestos entre la lista confeccionada por el P.E.N. con acuerdo del Senado (Art. 3 ley 26.376), designación política que la Constitución pretendió cambiar (Art. 114 inciso 1 y 2 C.N.). Para ello se requiere solo la mayoría absoluta de los miembros presentes del Consejo (régimen de mayoría que ya contemplaba el Art. 9 de la ley 24.947 y que esta ley no modifica).

Finalmente se quita a la Corte Suprema y Tribunales inferiores la potestad disciplinaria sobre funcionarios y empleados del Poder Judicial de la Nación que ahora se otorga al Consejo de la Magistratura (Art. 7 inciso 16 de la ley 24.947 conforme Art. 6 de la nueva ley).

El tema merece una reflexión. En la ley 24.309 de declaración de la necesidad de la reforma constitucional, se estableció que el Consejo de la Magistratura tendría atribuciones para “ejercer facultades disciplinarias” (Art. 2 apartado H inciso 4) pero en la Convención se decidió limitarlas a los magistrados: “Ejercer facultades disciplinarias sobre magistrados” (Art. 114 inciso 4 CN) de donde es evidente que quedó sin cambio la potestad disciplinaria sobre funcionarios y empleados del Poder Judicial de la Nación por cuanto ello está acorde con la supremacía que tiene la Corte y demás Tribunales inferiores sobre todo el Poder Judicial de la Nación (Art. 108 CN). La ley, sin embargo, dispone lo contrario.

Concretamente la derogación de la ley 26.855 se impone por las siguientes razones: a) Modifica la integración del Consejo de la Magistratura rompiendo el “equilibrio” entre los consejeros representantes de los Jueces y Abogados y aquellos que provienen de designación por órganos políticos, además incrementa exageradamente el número de académicos cuando del texto constitucional surge que esta representación tiene un rol secundario en la composición del cuerpo, como la Corte lo dice en el caso “Rizzo” b) Cambia la elección sectorial de Jueces, Abogados y Académicos eliminando la representación de éstos y llevando a una elección popular en listas que solo pueden presentar partidos políticos o alianzas, politizando íntegramente la composición del Consejo; c) Modifica el régimen de mayoría tradicional para las decisiones más importantes (aprobación de concursos, designación de ternas y comienzo del proceso de enjuiciamiento de magistrados), posibilitando que una circunstancial mayoría política pueda tomarlas, d) Priva a las Cámaras de Apelaciones de la facultad de designar jueces subrogantes que asume ahora el Consejo con mayoría absoluta de los miembros presentes profundizando la politización de estos nombramientos sin respetar la letra y espíritu de la CN; e) Establece un sistema de elección de consejeros en representación de Jueces, Abogados y Académicos que no respeta la igualdad en las “reglas de juego” que deben tener todos los participantes de una contienda electoral; y f) Asume el Consejo de la Magistratura la competencia de las Cámaras de Apelaciones para ejercer poder disciplinario sobre funcionarios y empleados del Poder Judicial de la Nación contradiciendo la razonable interpretación de las atribuciones del Consejo de la Magistratura.

Información esencial del proyecto (Art. 6 ley 24.747 segundo párrafo).

El objetivo del proyecto es lograr que el Congreso sancione una ley derogatoria de las tres leyes antes referidas que integraron el grupo de normas jurídicas que el PEN impulsó con la intención de “democratizar la justicia”. Los fundamentos de la derogación pretendida son:

a) La politización de la justicia afecta la independencia del Poder Judicial, y a ello conduce la elección popular de representantes de jueces, abogados y académicos, desconociendo, además el equilibrio entre la representación política y la sectorial (ley 26.855).

b) La dilación en la solución de los litigios como consecuencia de la creación de las nuevas Cámaras de casación es incompatible con el derecho a obtener una decisión judicial en tiempo oportuno (ley 26.853).

c) La limitación y aún prohibición de medidas cautelares contra el Estado vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva, y ello ocurre con la ley regulatoria de las medidas cautelares que también establece un trato desigual de los litigantes en un proceso judicial cuando éste incluye al Estado Nacional como parte (ley 26.854).

d) Como la esencia del proyecto es la derogación de las tres leyes anteriormente indicadas y observando que éstas contienen modificaciones, sustituciones y aún derogaciones de otras normas, resulta necesario aclarar que cuando se trata de modificaciones, sustituciones y aún derogaciones de textos anteriores, recobran su plena vigencia la normativa en su redacción originaria, como lo estableció la Corte Nacional en el considerando 42 del precedente “Rizzo” del 18/06/13.

Resumen del proyecto de ley (Art. 6º primer párrafo ley 24.747).

El proyecto de ley consta de tres artículos.

Por el primero de ellos se derogan la totalidad de las leyes Nro. 26853 que crea las nuevas Cámaras Nacionales y Federales de Casación, Nro. 26.854 que regula el procedimiento de medidas cautelares en causas donde intervine el Estado Nacional o entes descentralizados, y Nro. 26.855 que modifica la legislación vigente vinculada con la organización, integración, elección de sus miembros y funciones del Consejo de la Magistratura de la Nación creado por el artículo 114 de la Constitución Nacional.

Por el artículo 2º se dispone que todas las modificaciones, sustituciones y aún derogaciones de legislación anterior que hubiesen establecido las leyes Nros. 26.853; 26.854 y 26.855 recobran plenamente su vigencia ante la abrogación de éstas.



Finalmente el artículo 3º determina que la ley entrará a regir al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial.

Gastos de financiamiento.

Se cumplirá estrictamente el Art. 12 de la ley 24.747 y el financiamiento de los gastos que impliquen la instrumentación del proyecto y el proceso de circulación y recepción de adhesiones, se hará mediante colectas populares a depositar en una cuenta bancaria con una contribución máxima por persona de $ 50.- y de contribuciones especiales que pueden provenir de personas físicas o jurídicas que no estén imposibilitadas de hacerlo conforme el Art. 12 de la ley 24.747. El máximo de estas contribuciones especiales es de $ 30.000.-.

Se dejará constancia que culminada la campaña el remanente será donado a Red Solidaria.

Inexistencia de contenidos excluidos de iniciativas populares.

Las tres leyes cuya derogación se pretende a través de la iniciativa popular no refieren a reforma constitucional ni a tratados internacionales, tributos, presupuesto ni materia penal (Art. 39 C.N. y Art. 3 ley 24.747).

Diagrama de la planilla de adhesión.

Se proyectará una planilla donde figurará claramente el distrito al que corresponde el elector que da su apoyo (Acordada Nro. 38 del 04/06/02 de la Cámara Nacional Electoral).

Se consignará el nombre de los promotores y también de los patrocinantes.

Los promotores de esta iniciativa son, indistintamente, Iván José María Cullen, con domicilio real en calle San Luis 401 piso 4º de la ciudad de Rosario, DNI 6.236.849, y Daniel Alberto Sabsay           DNI 10.134.006, con domicilio en Pueyrredón 1780 Piso 7 Departamento 15 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aire. 

Los patrocinantes de la iniciativa figuran al pie de esta nota, indicándose en cada caso si lo hacen a título personal o en representación de alguna entidad u ONG.

Se incorporará a la planilla un resumen del proyecto de ley cuya denominación se habrá establecido previamente y luego se diagramarán planillas de adhesión que podrán ser para firma individual o firmas de 10 o 20 personas.

En esa planilla se consignará apellido, nombre, domicilio, número y tipo de documento de identidad con el que figura el ciudadano en el padrón electoral del año 2011. Las planillas deberán ser firmadas por el ciudadano adherente.

Se aclara que si se trata de planillas colectivas solo podrán firmas aquellos ciudadanos que figuren en el padrón del año 2011 en el mismo distrito electoral.

Se adjunta como Anexo A un modelo de las planillas que firmarían los adherentes. Este anexo lleva solamente la firma de los promotores.

Mecanismos de difusión.

Se creará una página web interactiva y se confeccionarán carteles y volantes donde se describirán los objetivos que busca la iniciativa popular y la importancia y trascendencia que tiene una masiva adhesión de la ciudadanía.

Fecha estimativa del comienzo de circulación y recolección de firmas.

A los fines del plazo de 10 días hábiles que prevé la ley 24.947 (Art. 6) se estima que el proceso de circulación y recolección de firmas podrá iniciarse el día 22 de julio del corriente año.

Los promotores antes mencionados y representantes de las ONGs, instituciones y ciudadanos que patrocinen y apoyen esta iniciativa popular, como cualquier otra organización o ciudadano interesado en colaborar con esta gestión, divulgarán y promocionarán la iniciativa popular tanto en conferencias, paneles o discusiones públicas como mediante la instalación de puestos móviles en todo el país para recibir la suscripción de adherentes.

Petitorio.

En virtud de lo expuesto, solicitamos al Señor Defensor del Pueblo en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 6 de la ley 24.747 verifique la concordancia entre los fundamentos del proyecto y su resumen incorporado en las planillas de recolección de adhesiones.

Acceder a lo solicitado, agregando al expediente al Anexo A acompañado y autorizando a los promotores para comenzar la tarea de circulación y recepción de adhesiones a la mayor brevedad posible,

SERÁ JUSTICIA,

     DR. IVAN JOSE MARIA CULLEN             DR. DANIEL ALBERTO SABSAY

                      PROMOTOR                                                   PROMOTOR

                DNI 6.236.849                                                      DNI 10.134.006
